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1. En el presente asunto, el Nederlandse 
Raad van State, Sección de lo contencioso 
administrativo, ha planteado al Tribunal de 
Justicia varias cuestiones relativas a la inter­
pretación de la Directiva 85/337/CEE del 
Consejo, de 27 de junio de 1985, relativa a la 
evaluación de las repercusiones de determi­
nados proyectos públicos y privados sobre el 
medio ambiente ' (en lo sucesivo, «Directi­
va»), en relación con una decisión de una 
autoridad administrativa de dar ejecución a 
un plan de refuerzo de diques que afecta a 
varias zonas situadas cerca de Sliedrecht (Paí­
ses Bajos). 

La Directiva de evaluación de impacto eco­
lógico 

2. La Directiva fue adoptada en virtud de los 
artículos 100 y 235 del Tratado y, a tenor de 
su primer considerando, su finalidad es favo­
recer una política de medio ambiente que 
consiste en evitar, desde el principio, la crea­
ción de contaminaciones o daños, más que 
combatir posteriormente sus efectos. A este 
fin, prevé el establecimiento de un procedi­
miento para evaluar, lo antes posible, las 
repercusiones sobre el medio ambiente de 
todos los procesos técnicos de planificación 
y decisión. 

Además, del segundo considerando de la 
Directiva resalta que ésta también tiene por 
finalidad proceder a la aproximación de las 
legislaciones, en atención a que las desigual­
dades entre las legislaciones vigentes en los 
diferentes Estados miembros en materia de 
evaluación de las repercusiones sobre el 
medio ambiente pueden crear condiciones de 
competencia desiguales y tener, en tal caso, 
una repercusión directa sobre el funciona­
miento del mercado común. 

3. Como consecuencia directa de estas con­
sideraciones, el sexto considerando de la 
Directiva enuncia que la autorización de los 
proyectos públicos y privados que puedan 
tener repercusiones considerables sobre el 
medio ambiente sólo debería concederse des­
pués de una evaluación previa de los efectos 
importantes que dichos proyectos puedan 
tener sobre el medio ambiente. 

A este respecto, los considerandos octavo y 
noveno distinguen entre proyectos que per­
tenecen a determinadas clases, que tienen 
repercusiones notables sobre el medio 
ambiente y que, en principio, deben some­
terse a una evaluación sistemática, y proyec­
tos que pertenecen a otras clases que no tie­
nen necesariamente repercusiones impor­
tantes sobre el medio ambiente en todos los 
casos y que, por lo tanto, deben someterse a 
una evaluación cuando los Estados miembros 
consideren que sus características lo exigen. 

* Lengua original: danćs. 
1 — DO L 175, p. 40; EE 15/06, p. 9. 
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4. En su parte relevante para el presente 
asunto, la Directiva contiene las disposicio­
nes siguientes: 

«Artículo 1 

1. La presente Directiva se aplica a la evalua­
ción de las repercusiones sobre el medio 
ambiente de los proyectos públicos y priva­
dos que puedan tener repercusiones impor­
tantes sobre el medio ambiente. 

2. Con arreglo a la presente Directiva, se 
entenderá por: 

proyecto: 

— la realización de trabajos de construcción 
o de otras instalaciones u obras, 

— otras intervenciones en el medio natural o 
el paisaje, incluidas las destinadas a la 
explotación de los recursos del suelo; 

[···] 

Articulo 2 

1. Los Estados miembros adoptarán las dis­
posiciones necesarias para que, antes de con­
cederse la autorización, los proyectos que 
puedan tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente, en particular 
debido a su naturaleza, sus dimensiones o su 
localización, se sometan a una evaluación en 
lo que se refiere a sus repercusiones. 

Estos proyectos se definen en el artículo 4. 

[•••] 

3. En casos excepcionales, los Estados 
miembros podrán exceptuar de la aplicación 
de lo dispuesto en la presente Directiva todo 
o parte de un proyecto específico. 

En tal caso, los Estados miembros: 

a) examinarán la conveniencia de otra forma 
de evaluación y si procede poner a dispo­
sición del público las informaciones así 
recogidas; 
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b) pondrán a disposición del público intere­
sado las informaciones relativas a dicha 
exención y las razones por las cuales ha 
sido concedida; 

c) informarán a la Comisión, previamente a 
la concesión de la autorización, sobre los 
motivos que justifican la exención conce­
dida y le proporcionarán las informacio­
nes que ponen, eventualmente, a disposi­
ción de sus propios nacionales. 

[...] 

Artículo 3 

La evaluación de las repercusiones sobre el 
medio ambiente identificará, describirá y 
evaluará de forma apropiada, en función de 
cada caso particular y de conformidad con 
los artículos 4 a 11, los efectos directos e 
indirectos de un proyecto sobre los factores 
siguientes: 

— el hombre, la fauna y la flora, 

— el suelo, el agua, el aire, el clima y el 
paisaje, 

— la interacción entre los factores mencio­
nados en los dos guiones primero y 
segundo, 

— los bienes materiales y el patrimonio 
cultural. 

Artículo 4 

1. Sin perjuicio del apartado 3 del artículo 2, 
los proyectos pertenecientes a las clases enu­
meradas del Anexo I se someterán a una eva­
luación, de conformidad con los artículos 5 
alO. 

2. Los proyectos pertenecientes a las clases 
enumeradas en el Anexo II se someterán a 
una evaluación, de conformidad con los artí­
culos 5 a 10, cuando los Estados miembros 
consideren que sus características lo exigen. 

A tal fin, los Estados miembros podrán espe­
cificar, en particular, determinados tipos de 
proyectos que deben someterse a una evalua­
ción o establecer criterios y/o umbrales nece­
sarios para determinar cuáles, entre los pro­
yectos pertenecientes a las clases enumeradas 
en el Anexo II deberán ser objeto de una 
evaluación de conformidad con los artículos 
5 a 10. 

[...] 
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Artículo 6 

[...] 

2. Los Estados miembros procurarán: 

— que toda solicitud de autorización así 
como las informaciones recogidas en vir­
tud del artículo 5 sean disponibles al 
público, 

— que el público interesado tenga la posibi­
lidad de expresar su opinión antes de ini­
ciarse el proyecto. 

[...]. 

5. En los Anexos I y II de la Directiva se 
enumeran las clases de proyectos a los que se 
aplica la Directiva. El Anexo II, con la 
rúbrica «Proyectos contemplados en el apar­
tado 2 del artículo 4», menciona, en la parte 
relevante para el presente asunto, los puntos 
siguientes: 

«10. Proyectos de infraestructura 

[...] 

e) Obras de canalización y regularización de 
cursos de agua; 

f) Presas y otras instalaciones destinadas a 
contener las aguas o a almacenarlas de 
forma duradera. 

[•·•] 

12. Modificación de los proyectos que figuran 
en el Anexo 1 [...]» 

La normativa nacional pertinente 

6. Los Países Bajos adaptaron su legislación 
a la Directiva, por un lado, mediante la Wet 
algemene bepalingen milieuhygiëne (Ley 
General sobre la Higiene del Medio 
Ambiente; en lo sucesivo, «Ley sobre la 
Higiene del Medio Ambiente»), por otro, 
mediante el Besluit milieu-effectrapportage 
(Decreto relativo a la evaluación de las reper­
cusiones sobre el medio ambiente; en lo 
sucesivo, «Decreto»). 2 

7. A tenor del apartado 1 del artículo 41 b de 
la Ley sobre la Higiene del Medio Ambiente, 
«las actividades que pueden implicar impor­
tantes consecuencias desfavorables sobre el 
medio ambiente se designarán mediante 

2 — Stbl. 1987, p. 278. 
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disposición administrativa de carácter gene­
ral. La o las clases de decisiones que adopten 
los poderes públicos en relación con dichas 
actividades y para cuya preparación deberá 
efectuarse una evaluación del impacto ecoló­
gico se designarán mediante disposición de 
idéntica naturaleza.» 

8. En el artículo 2 del Decreto y en el punto 
1 de la Sección A del citado Anexo, se define 
«un dique» como «toda obra de contención 
de aguas construida en elevación». 

A tenor del punto 2, se entenderá por «cons­
trucción» la nueva puesta en servicio, la 
reconstrucción, la ampliación o la modifica­
ción. 

A tenor del punto 12.1 de la Sección C del 
Anexo, la construcción de un dique se cali­
fica de actividad en el sentido del mencio­
nado artículo 41 b en aquellos casos en que el 
dique tenga una longitud de 5 km o más y 
una sección transversal de 250 m2 o más. 3 

Los antecedentes de hecho del asunto 

9. En virtud de la letra d) del apartado II del 
artículo 1 de la Deltawet 4 (Ley Delta), para 
proteger las tierras contra las mareas vivas se 
realizarán obras de refuerzo de los diques 
destinados a contener la marea alta a lo largo 
de la Rotterdamse Waterweg y de los cursos 
de agua que comunican con esta vía navega­
ble. 

10. Mediante Decisión de 26 de abril de 
1995, el ministro neerlandés van Verkeer en 
Waterstaat (de Transportes, Aguas y Obras 
Públicas) aprobó un plan de consolidación 
de diques en los sectores Sliedrecht-West, 
Sliedrecht-Centrum y Sliedrecht-Oost. Entre 
otras cosas, este plan preveía la construcción 
de un nuevo dique, destinado a sustituir al 
Molendijk existente, en la zona propiedad de 
los apelantes en el procedimiento principal, 
Aannemersbedrijf P.K. Kraaijeveld BV, Fa. 
Gebroeders Kraaijeveld, J.A. Kraaijeveld, 
J. Kraaijeveld Sr., J. Kraaijeveld Jr., W. Kraaije­
veld y P.K. Kraaijeveld (en lo sucesivo, 
«Kraaijeveld»). 

11. Con motivo de su sesión pública de 23 
de noviembre de 1992, el Ayuntamiento de 
Sliedrecht aprobó el plan de urbanismo que 
prevé la «revisión parcial de los planes de 
urbanismo en el marco del refuerzo de 

3 — Mediante Decreto de 4 de julio de 1994, relativo a la evalua­
ción de las repercusiones de determinados proyectos sobre el 
medio ambiente, que sustituyó al anterior Decreto, se supri­
mieron los citados umbrales a los que quedaba vinculada la 
obligación de efectuar una evaluación del impacto ecológico 
de la construcción de diques de protección a lo largo de cur­
sos de agua. N o obstante, esta nueva normativa no es aplica­
ble al caso de autos, dado que el 18 de mayo de 1993 se 
adoptó la decisión administrativa que fue objeto de recurso 
ante el órgano jurisdiccional remitente. 4 — StbL 1958, p. 246. 
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diques». La finalidad del plan de modifica­
ción era permitir la realización de obras de 
refuerzo de los diques a lo largo del 
Merwede en el término municipal de 
Sliedrecht. Las modificaciones afectan, entre 
otras, a las zonas explotadas por los 
Kraaijeveld e implican que la empresa de 
éstos quede privada de acceso a la vía 
navegable. 

12. El 18 de mayo de 1993, el Gobierno pro­
vincial de Holanda meridional [Gedeputeerse 
Staten van de provincie Zuid-Holland] 
aprobó el plan de urbanismo adoptado por el 
Ayuntamiento. 

13. La aprobación referida se concedió sin 
proceder a una evaluación de la repercusión 
ecológica de las obras de ordenación que 
comprende el plan de urbanismo. 

La resolución de remisión 

14. El 20 de julio de 1993, los Kraaijeveld 
sometieron la decisión del Gobierno provin­
cial ante el Nederlandse Raad van State con 
el fin de que se apreciara si, tal como sostie­
nen, la Decisión por la que se aprobó el 
nuevo trazado de los diques no se preparó 
con todo el esmero necesario. 

15. Mediante resolución de 8 de marzo de 
1995, el Nederlandse Raad van State, Sección 
de lo contencioso administrativo, suspendió 
el procedimiento y, con arreglo al artículo 
177 del Tratado, planteó al Tribunal de Justi­
cia las cuestiones siguientes: 

«1) ¿Debe interpretarse el concepto de 
"obras de canalización y regulación de 
cursos de agua", que figura en el Anexo 
II de la Directiva, en el sentido de que 
también comprende determinadas clases 
de trabajos relacionados con un dique 
que se extiende a lo largo de vías nave­
gables? 

2) ¿Será diferente la respuesta a la primera 
cuestión, habida cuenta especialmente 
de los conceptos de "proyectos" y de 
"modificación de los proyectos" utiliza­
dos en la Directiva, según se trate de: 

a) la construcción de un nuevo dique; 

b) el desplazamiento de un dique exis­
tente; 

c) el refuerzo y/o ensanchamiento de 
un dique existente; 
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d) la sustitución, en el mismo lugar, de 
un dique, sea o no más sólido o más 
ancho que el dique anterior; o 

e) una combinación de varios de los 
supuestos enunciados en las cuatro 
letras anteriores? 

3) ¿Deben interpretarse el apartado 1 del 
artículo 2 y el apartado 2 del artículo 4 
de la Directiva en el sentido de que, 
cuando en la legislación nacional de eje­
cución de la Directiva un Estado miem­
bro ha establecido, conforme al apar­
tado 2 del artículo 4, especificaciones, 
criterios y/o umbrales para un proyecto 
determinado citado en el Anexo II, pero 
tales especificaciones, criterios o umbra­
les son incorrectos, dicho proyecto debe 
someterse a una evaluación de las reper­
cusiones sobre el medio ambiente, con­
forme al apartado 1 del artículo 2, si 
puede tener "repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente, en particular 
debido a [su] naturaleza, [sus] dimensio­
nes o [su] localización" en el sentido de 
esta disposición? 

4) En caso de respuesta afirmativa a la ter­
cera cuestión, ¿tiene esta obligación 
efecto directo, es decir, un particular 
puede invocarla ante el Juez nacional 
y éste debe aplicarla, aunque de hecho 

no haya sido invocada en el litigio pen­
diente ante dicho Juez?» 

La primera cuestión 

16. Mediante su primera cuestión el órgano 
jurisdiccional remitente solicita al Tribunal 
de Justicia que se pronuncie sobre si la letra 
e) del punto 10 del Anexo II debe interpre­
tarse en el sentido de que diques como los 
que son objeto del presente asunto son 
«obras de canalización y de regularización de 
cursos de agua». 

17. El órgano jurisdiccional remitente indica 
en su resolución que proyectos como los 
diques erigidos a lo largo de cursos de agua 
que tengan por objeto mantener vías navega­
bles en un determinado paraje o llevarlas 
hasta el mismo para, posteriormente, mante­
nerlas en el lugar deben incluirse en la letra 
e) del punto 10 del Anexo II de la Directiva. 
Lo decisivo no es la finalidad del proyecto, 
sino sus repercusiones sobre el medio 
ambiente. 

18. El Gobierno neerlandés, sostenido por el 
Gobierno italiano, alega que la construcción 
de un dique que bordee un curso de agua es 
ajena al concepto de «obra de canalización o 
de regularización». Esta expresión se refiere 
únicamente a obras que modifican el carácter 
de un curso de agua, especialmente la canti­
dad o la calidad del agua, modificando, por 
ejemplo, el cauce, la profundidad o el caudal. 
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Tales modificaciones pueden repercutir con­
siderablemente en la flora y la fauna acuáti­
cas. Por el contrario, las obras relativas a 
diques que bordean un curso de agua, en sí 
mismas, no tienen consecuencias sobre las 
aguas a cuyas orillas se realizan las obras y, 
por ello mismo, no influyen sobre la flora y 
la fauna acuáticas. 

19. Los Kraaij eveld y la Comisión se han 
adherido a la tesis sostenida por el órgano 
jurisdiccional remitente. Además, los Kraai-
jeveld han señalado que, indirectamente, al 
establecer umbrales más allá de los cuales las 
obras de construcción de diques quedarían 
supeditadas a una evaluación del impacto 
ecológico, las autoridades neerlandesas reco­
nocieron que las obras relativas a los diques 
se incluyen en los grupos de proyectos enu­
merados en el Anexo II. 

20. Debe subrayarse que, según reiterada 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, hay 
que intentar llegar a una interpretación 
común y uniforme de los actos jurídicos 
comunitarios y que una disposición dada 
debe interpretarse en función de su texto y 
de sus objetivos, así como del contexto en el 
que se inserta. 5 

21. Como se deduce del sexto considerando 
de la Directiva, la finalidad de ésta consiste 

en garantizar que los proyectos que puedan 
tener repercusiones considerables sobre el 
medio ambiente sean objeto de una evalua­
ción previa de los efectos sobre el medio 
ambiente. Según el artículo 3, los Estados 
miembros están obligados a proceder a una 
evaluación de los efectos directos e indirectos 
de un proyecto sobre el hombre, la fauna, la 
flora, el suelo, el agua, el aire, el clima, el pai­
saje, los bienes materiales y el patrimonio 
cultural. Este objetivo, junto con el amplio 
espectro de factores que deben tomarse en 
consideración, hace pensar, a mi juicio, que a 
los efectos reales sobre el medio ambiente 
que pueden imputarse a tipos de proyectos 
determinados, en caso de duda, debe conce­
dérseles una importancia considerable en el 
marco de la interpretación del Anexo II. 

22. El tenor literal de la letra e) del punto 10 
del Anexo II de la Directiva es en gran 
medida idéntico en las distintas versiones lin­
güísticas. A este respecto cabe remitirse a las 
versiones francesa, italiana y alemana, cuyo 
punto común es la referencia que todas ellas 
hacen a las obras de canalización y de regu-
larización de los cursos de agua. La versión 
neerlandesa, que contiene la expresión «Wer­
ken inzake kanalisering en regulering van 
waterwegen» parece concordar plenamente 
con éstas. 

23. Según parece, la expresión «canaliza­
ción», desde un punto de vista literal, se 
refiere a las obras que afectan al cauce natu­
ral de un curso de agua, por ejemplo, 
mediante la construcción de un canal cuyo 

5 — Véanse, por ejemplo, las sentencias de 13 de julio de 1989, 
Henriksen (173/88, Rec. p. 2763), apartado 11; dc 29 de junio 
dc 1988, Van Landschoot (300/86, Rec. p. 3443), apartado 18; 
y de 22 de mayo de 1985, Parlamento/Consejo (13/83, 
Rec. p. 1513), apartado 34. 
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efecto sea desviar la totalidad o parte de las 
aguas fluviales de su cauce natural. Asi­
mismo, en función de las circunstancias, las 
intervenciones cuyo efecto sea rectificar y 
ahondar un curso de agua con el fin de 
hacerlo navegable corresponderán a una 
canalización. La edificación de un dique a lo 
largo de un curso de agua no tiene automáti­
camente como consecuencia afectar al cauce 
natural del curso de agua de que se trate, y, 
en su caso, no podrá calificársele de obras de 
canalización. 

24. Resulta más difícil dar una definición 
precisa de la expresión «regularización de 
cursos de agua». N o obstante, de la letra f) 
del punto 10, relativa a «presas y otras insta­
laciones destinadas a contener las aguas o a 
almacenarlas de forma duradera», resulta una 
cierta delimitación negativa. Por lo tanto, la 
expresión «regularización de cursos de agua» 
debe necesariamente abarcar algo distinto y 
algo más que tales instalaciones. «Contener» 
parece implicar que en el supuesto de una 
obra edificada en relación con cursos de 
agua, el caudal de éste resulta, por este 
motivo, afectado de forma duradera. Este 
será generalmente el caso de un espigón 
levantado transversalmente al curso, lo que 
ordinariamente tiene como consecuencia una 
diferencia de nivel entre el plano del agua río 
arriba y río abajo de la excavación. Se retie­
nen las aguas río arriba del espigón y poste­
riormente pueden ser vertidas en cantidades 
controladas, por ejemplo, para producir elec­
tricidad, para hacer que los cursos de agua 
sean navegables (mediante esclusas) o para 
preservar de inundaciones las tierras situadas 
más abajo. N o obstante, puede asimismo 
suponerse que la letra f) del punto 10 designa 
las obras que, sin retener la corriente, tienen 
por efecto estrechar la anchura, habida 
cuenta de que tales obras, en cierta medida, 
pueden también producir el efecto de retener 
el agua. 

25. El término «regularización» indica que 
deben tratarse de obras que, de una u otra 
forma, afecten el curso natural de las aguas. 
Resulta patente que están comprendidas en 
este concepto las obras de rectificación o de 
ahondamiento de los cursos de agua. No 
obstante, a mi juicio, dicha disposición no 
puede limitarse únicamente a esta hipótesis. 

26. La finalidad y la función de un dique son 
contener las aguas b y, por lo tanto, impedir 
que, durante los períodos de crecida, un 
curso de agua inunde las tierras situadas al 
otro lado del dique. Si, por lo demás, fun­
ciona según lo previsto, un dique edificado 
bordeando un curso de agua impide, de este 
modo, que el curso de agua de que se trate 
fluya naturalmente. El dique actúa así sobre 
el curso natural de las aguas, lo que implica 
una regularización del curso de agua. 

27. El texto de las demás disposiciones y el 
objetivo de la Directiva militan asimismo en 
favor de la inclusión en el ámbito de aplica­
ción de la Directiva de los diques edificados 
bordeando cursos de agua. Se caracterizan 
tales diques por el hecho de que se erige un 
gran talud inclinado sobre la orilla, formado 
por tierra y otros materiales. Por lo tanto, 
por sí mismo, un dique edificado bordeando 
un curso de agua puede repercutir sobre el 
paisaje natural. Procede recordar que, según 
el apartado 2 del artículo 1, el concepto de 
«proyecto» abarca, entre otras cosas, las 
intervenciones en el medio natural o el 

6 — En el Petit Roben, edición de 1987, p. 542, la palabra 
«digue» se define como una «longue construction destinée à 
contenir les eaux». 
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paisaje. Además, los diques que bordean cur­
sos de agua podrán repercutir tanto sobre la 
fauna como sobre la flora, ya que pueden 
ocasionar la desecación, en detrimento de la 
vida animal y de la vegetación, de zonas 
húmedas inmediatamente próximas a las ori­
llas del curso de agua. De esta manera, el 
dique cumple su función varias veces al año, 
o únicamente con varios años de intervalo ya 
que, incluso la aportación de masa acuosa y 
de materiales orgánicos, y demás, que tiene 
lugar con motivo de las crecidas que se pro­
ducen con varios años de intervalo, reviste 
importancia —una importancia quizá incluso 
vital— para la flora y la fauna de estos luga­
res. Por lo tanto, en forma alguna puede des­
cartarse que los diques que bordean cursos 
de agua pueden tener una notable influencia 
sobre el medio ambiente. Por consiguiente, 
de conformidad con los objetivos de la 
Directiva, debe admitirse que ésta se aplica a 
tales proyectos. 

28. A mi juicio, a la luz de las consideracio­
nes que anteceden, procede responder a la 
primera cuestión en el sentido de que la 
expresión «obras de canalización y de regu-
larización de cursos de agua» que figura en la 
letra e) del punto 10 del Anexo II de la 
Directiva debe interpretarse en el sentido de 
que comprende los diques que bordean cur­
sos de agua. 

La segunda cuestión 

29. Mediante su segunda cuestión el órgano 
jurisdiccional remitente desea sustancial-

mente que el Tribunal de Justicia se pronun­
cie sobre si el término «proyecto» a que se 
refiere el apartado 1 del artículo 1 de la 
Directiva debe interpretarse en el sentido de 
que comprende: 

«a) la construcción de un nuevo dique, 

b) el desplazamiento de un dique existente, 

c) el refuerzo y/o ensanchamiento de un 
dique existente, 

d) la sustitución, en el mismo lugar, de un 
dique por otro sea o no más sólido o 
más ancho que el anterior, 

e) una combinación de varios de los 
supuestos enunciados en las cuatro 
letras anteriores». 

30. En su resolución de remisión el órgano 
jurisdiccional remitente ha expuesto el punto 
de vista según el cual la expresión «obras de 
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regularización de cursos de agua» debe com­
prender todos los trabajos de construcción 
cuyo objeto sea mantener un curso de agua 
en un determinado lugar o canalizarlo hasta 
él para, posteriormente, retenerlo en el lugar 
de que se trate, y que pueden repercutir 
notablemente sobre el medio ambiente, sin 
que proceda considerar si se trata de obras de 
ampliación o de sustitución de obras existen­
tes. La Directiva comprende, por ejemplo, el 
supuesto de la construcción de un nuevo y 
largo dique como prolongación de un 
pequeño dique existente, o el desplazamiento 
de un dique existente varios kilómetros tierra 
adentro. Los Kraaijeveld suscriben el punto 
de vista del órgano jurisdiccional remitente. 

31. Los Gobiernos neerlandés e italiano sos­
tienen el criterio de que, en el caso de autos 
se trata únicamente de la modificación de un 
dique existente, lo cual, en su caso, debe con­
siderarse como una modificación de un pro­
yecto; ahora bien, en su opinión, la Directiva 
no se aplica a una modificación de los pro­
yectos a que se refiere el Anexo II; véase el 
punto 12 del Anexo II, que menciona única­
mente una modificación de los proyectos del 
Anexo I. El artículo 4 de la Directiva distin­
gue entre los proyectos del Anexo I, que 
deben siempre someterse a una evaluación 
sobre el medio ambiente, y los proyectos del 
Anexo II, respecto a los cuales los Estados 
miembros tienen una facultad de apreciación. 
Esta distinción se inspira en la idea de que 
normalmente los proyectos del Anexo I 
repercuten más considerablemente sobre el 
medio ambiente que los proyectos del Anexo 
II. Análogamente, la realización del proyecto 
inicial tendrá habitualmente un impacto más 
considerable que una modificación a poste­
rion. Por ejemplo, la edificación de un dique 
puede producir mayor impacto que el poste­
rior desplazamiento, el refuerzo o la sustitu­
ción del dique de que se trate. El legislador 

comunitario únicamente consideró necesario 
ampliar el ámbito de aplicación de la Direc­
tiva a las modificaciones de los proyectos del 
Anexo I que, ordinariamente, son los que 
más impacto producen. 

32. Del mismo modo, a juicio de la Comi­
sión, una modificación de obras relativas a la 
regularización de cursos de agua o de otros 
proyectos que figuran en el Anexo II no está 
comprendida en el ámbito de aplicación de la 
Directiva. No obstante, algunas modificacio­
nes pueden ser tan importantes que, en reali­
dad, constituyan un nuevo proyecto; importa 
verificar este extremo en cada caso. Si no es 
éste el caso, una ulterior modificación de una 
instalación existente no se halla sometida al 
examen a que se refiere el apartado 2 del artí­
culo 4. 

33. El Gobierno del Reino Unido sostiene 
que el término «proyecto» comprende asi­
mismo las modificaciones cuya introducción 
a proyectos ya realizados se propone y, a este 
respecto, puntualiza que el objetivo del 
punto 12 del Anexo II es someter al apartado 
2 del artículo 4 los proyectos a los que, en 
caso contrario, se aplicaría el apartado 1 del 
artículo 4 y el Anexo I. Por lo tanto, el 
punto 12 no permite deducir que, por lo 
demás, la modificación de proyectos no está 
comprendida en el ámbito de aplicación de la 
Directiva. La definición del término «pro­
yecto» en la Directiva es lo suficientemente 
amplia como para abarcar modificaciones de 
instalaciones existentes. Además, el afán de 
dar efecto útil a la Directiva milita en favor 
de semejante interpretación, habida cuenta de 
que las modificaciones efectuadas a posteriori 
pueden, en sí mismas, repercutir notable­
mente sobre el medio ambiente. 
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34. A mi juicio, la expresión «proyecto» tra­
duce, de forma completamente literal, el 
hecho de que debe tratarse de algo inconclu­
so. 7 Por lo demás, en el apartado 2 del artí­
culo 1 se define el «proyecto» como la reali-
zacion de trabajos de construcción o de otras 
instalaciones u obras (el subrayado es mío). 
En consecuencia, procede interpretar la 
Directiva en el sentido de que el proyecto 
desaparece con la realización de la obra. Sería 
realmente artificial caracterizar una obra pro­
yectada referente a un dique existente, cuya 
primera piedra hubiese sido colocada poco 
tiempo después de los Vikingos, como la 
modificación de un proyecto. 8 Además, no 
cabe duda de que es indiferente que un pro­
yecto realizado actualmente, inicialmente 
haya sido o no objeto de una evaluación de 
las repercusiones sobre el medio ambiente 
con arreglo a la Directiva. 

35. Por consiguiente, a mi entender, los 
«proyectos» deben considerarse como obras 
de construcción proyectadas u otras inter­
venciones sobre el medio ambiente aún no 
efectuadas y cuya realización supondrá una 
modificación del statu quo, sin que proceda 
considerar si, de un modo u otro, guardan 
relación con algo ya creado por la mano del 
hombre. Por lo tanto, el concepto de «modi­
ficación de un proyecto» sólo puede referirse 
a supuestos en los que se hacen modificacio­
nes a un proyecto antes de su terminación. 

36. A mi entender, corrobora esta interpreta­
ción la sentencia del Tribunal de Justicia de 
11 de agosto de 1995, Comisión/Alemania. 9 

El asunto hacía referencia a la construcción 
de un nuevo tramo, de una potencia calorí­
fica de 500 MW, de la central térmica de 
Großkrotzenburg y, entre otras cosas, susci­
taba la cuestión de si se trataba del proyecto 
de obra al que fuera aplicable el Anexo I, que 
incluye, entre otras, las centrales térmicas de 
una potencia calorífica de al menos 300 MW, 
o de la modificación de un proyecto incluido 
en el Anexo I, a la cual, como se ha indi­
cado, le es de aplicación el Anexo II de la 
Directiva. 

En el apartado 35 de la sentencia el Tribunal 
de Justicia declaró lo siguiente: 

«Hay que señalar que, en virtud del apartado 
2 del Anexo I de la Directiva, los proyectos 
de centrales térmicas con una potencia calo­
rífica de al menos 300 MW tienen que ser 
sometidos a una evaluación sistemática. 
Según esta disposición, tienen que serlo con 
independencia de si se ejecutan de manera 
autónoma, de si se agregan a una construc­
ción preexistente o, incluso, de si tienen con 
ésta vínculos funcionales estrechos. La exis­
tencia de vínculos con una construcción exis­
tente no priva al proyecto de su carácter de 
"central térmica con una potencia calorífica 
de al menos 300 MW" para hacerlo entrar en 
la categoría de "modificación de los proyec­
tos que figuran en el Anexo I" mencionada 
en el apartado 12 del Anexo II.» 

7 — En cl Petil Robert, edición de 1987, p. 1542, el término 
francés «projet» se define como una «image d'une situation, 
d'un état que l'on pense atteindre», y en The Shorter 
Oxford English Dictionary, edición dc 1977, el término inglés 
equivalente «project» se define como «A plan, draft, scheme, 
or table of something; a mental conception or idea». 

8 — Según los datos disponibles, la mayoría de los diques neer­
landeses fueron construidos en el siglo XII. 9 — Asunto C-431/92, Ree. p. 1-2189. 
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Por consiguiente, un proyecto es un pro­
yecto a pesar de que se integre en una cons­
trucción existente. 

37. En cuanto a la delimitación de los pro­
yectos comprendidos en el ámbito de aplica­
ción de la Directiva, debe procederse con 
base en una interpretación del contenido pre­
ciso de los Anexos I y II de la Directiva. El 
término «anlæg» en la versión danesa, de la 
letra e) del punto 10 del Anexo II que, como 
se ha indicado anteriormente, se refiere a 
obras de regularización de cursos de agua 
podría dar la impresión de que debe tratarse 
de algo más que de una sustitución de algo 
que ya existe. Entre las demás versiones lin­
güísticas, algunas de ellas, sin embargo, utili­
zan el concepto más amplio de «obras».10 

Por lo tanto, a mi entender, no se pueden ver 
en la expresión «anlæg» de la letra e) del 
punto 10 especiales restricciones cuantitati­
vas. La circunstancia de que, por ejemplo, se 
estime necesario sustituir un dique existente 
por otro nuevo denota, de manera mera­
mente fáctica, una modificación del statu 
quo. Un nuevo dique destinado a sustituir a 
un dique existente contiene quizá otros 
materiales o, posiblemente, está concebido de 
un modo distinto del antiguo. N o se edifica 
un nuevo dique en sustitución del existente si 
el coste de la operación no halla su correla­
ción en algunas modificaciones en relación 
con su situación anterior y que, de un modo 
u otro, suponga algunas ventajas. En cual­
quier caso, un nuevo dique —en el que, por 
lo demás, todo sigue igual—, está en condi­
ciones de tener una duración mayor que uno 
antiguo. Además, las obras de construcción 

de un dique, en sí mismas, pueden tener con­
siderables repercusiones sobre el medio 
ambiente. Por lo tanto, parece más acorde 
con los objetivos de la Directiva proceder a 
una evaluación, en todos los supuestos a que 
se refiere el órgano jurisdiccional remitente, 
para determinar si debe llevarse a cabo una 
evaluación del proyecto de que se trate en lo 
que al medio ambiente se refiere. 

38. En aras de la exhaustividad quisiera aña­
dir algunas observaciones en cuanto a si la 
modificación de proyectos a los que se 
refiere el Anexo II está comprendida en el 
ámbito de aplicación de la Directiva. 

39. Del apartado 1 del artículo 2 de la Direc­
tiva se deduce que los proyectos a los que se 
aplica la Directiva se definen en el artículo 4. 
El hecho de que el apartado 2 del artículo 4 
se refiera a los «proyectos pertenecientes a 
las clases enumeradas en el Anexo II» y de 
que, en su punto 12, el Anexo II se refiera a 
las «modificaciones de los proyectos que 
figuran en el Anexo I» podría tener como 
consecuencia que modificaciones de proyec­
tos constituyan, en sí mismas, proyectos a 
efectos de la Directiva. De este modo, se crea 
una concordancia entre, por un lado, el apar­
tado 2 del artículo 1 y el apartado 1 del artí­
culo 2 de la Directiva, que simplemente evo­
can proyectos y, por otro, el Anexo II, que, 
de forma precisa especifica dichos proyectos. 
Por lo tanto, a mi juicio, el objetivo del 
punto 12 del Anexo II es establecer que las 
modificaciones de proyectos a los que se 
refiere el artículo 1 aún no terminados deben 
examinarse sobre la base del apartado 2 del 10 — En la versión francesi se utiliza el término «ouvrages», en la 

versión italiana «opere» y en la versión alemana «Arbeiten». 
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artículo 4 de la Directiva, de forma que 
dichas modificaciones de los proyectos pre­
vistos en el Anexo I no sólo están sujetas a 
una evaluación ambiental cuando la modifi­
cación, en sí misma, exceda de los umbrales 
enunciados en el Anexo I. Por el contrario, 
no se pueden extraer conclusiones en sentido 
opuesto del punto 12 del Anexo II. Por lo 
tanto, en lo que atañe a la modificación tanto 
de los proyectos previstos en el Anexo I 
como de los proyectos previstos en el Anexo 
II hay que examinar concretamente si la 
modificación puede tener una repercusión 
considerable sobre el medio ambiente, de 
forma que, en su caso, deba procederse a una 
evaluación ambiental de conformidad con los 
artículos 5 a 10 de la Directiva. 

40. La finalidad de la Directiva, que es la de 
someter los proyectos que pueden tener 
repercusiones notables sobre el medio 
ambiente a una evaluación previa de su 
impacto milita decisivamente en favor de 
dicha interpretación. Puede imaginarse muy 
fácilmente que la modificación de un pro­
yecto comtemplado en el Anexo I o en el 
Anexo II pueda tener repercusiones notables 
sobre el medio ambiente. N o obstante, una 
posible comprobación en tal sentido deberá 
basarse en una apreciación concreta. Sin 
embargo, un régimen basado en umbrales, 
como el contenido en el Anexo I, no es 
directamente apropiado para fundamentar 
una apreciación de las consecuencias ambien­
tales de modificaciones referentes a un pro­
yecto. Por ejemplo, un aumento de la capa­
cidad de una central eléctrica de 300 MW a 
550 MW podría tener repercusiones impor­
tantes sobre el medio ambiente. No obstante, 
el aumento no es de 300 MW como mínimo, 
motivo por el cual, en sí mismo, no se trata 

de un proyecto previsto en el Anexo I. En tal 
situación, el punto 12 del Anexo II garantiza 
que se procederá a un examen concreto de la 
modificación del proyecto y, en caso necesa­
rio, a una nueva evaluación del impacto 
sobre el medio ambiente. 

41. Además, una interpretación, según la 
cual las modificaciones relativas a los proyec­
tos están comprendidas en general en el 
ámbito de aplicación de la Directiva, tiene 
por efecto que se intente burlar las disposi­
ciones de la Directiva elaborando un pro­
yecto de menor envergadura, sin repercusio­
nes importantes sobre el medio ambiente y 
que, por lo tanto, no haya de ser objeto de 
una evaluación del impacto ecológico, y que 
posteriormente se metamorfosea en algo que 
puede tener repercusiones importantes sobre 
el medio ambiente. n 

42. En suma, considero que procede respon­
der a la segunda cuestión en el sentido de 
que la letra e) del punto 10 del Anexo II de 
la Directiva debe interpretarse en el sentido 
de que comprende todos los tipos de obras 
proyectadas en relación con diques situados 
a orillas de un curso de agua, ya se trate de la 
construcción de un nuevo dique, del despla­
zamiento de un dique existente, del refuerzo 
y/o ensanchamiento de un dique existente, 
de la sustitución de un dique por la construc­
ción de otro nuevo en el mismo lugar, sin 
que éste sea más sólido o más ancho que el 
anterior, o de una combinación de varias de 
dichas obras. 

11 — Véase, a este respecto, el punto 26 de mis conclusiones pre­
sentadas el 21 de febrero de 1995 en el asunto Comisión/ 
Alemania antes citado (Ree. p. 1-2192). 
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La tercera cuestión 

4J. Mediante la tercera cuestión el organo 
jurisdiccional remitente pretende sustancial-
mente que se dilucide si el apartado 1 del 
artículo 2 y el apartado 2 del artículo 4 de la 
Directiva deben interpretarse en el sentido de 
que, respecto a un proyecto determinado, los 
Estados miembros están obligados a proce­
der a una evaluación del impacto ecológico 
cuando teniendo presente una apreciación 
concreta, debe suponerse que éste puede 
tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente y que, en atención a tales 
circunstancias, los Estados miembros han 
incumplido las obligaciones que les incum­
ben en virtud de la Directiva al haber rijado 
umbrales cuyo efecto es no promover, en 
semejante caso, una evaluación del impacto 
ecológico. 

44. En opinión del órgano jurisdiccional 
remitente, de la Directiva se desprende que 
los proyectos que figuran en el Anexo II que 
pueden tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente, en particular 
debido a su naturaleza, sus dimensiones o su 
localización, deben ser objeto de una evalua­
ción del impacto ecológico. Los Kraaijeveld 
comparten este punto de vista. 

45. El Gobierno neerlandés, apoyado por el 
Gobierno italiano, señala que el apartado 2 
del artículo 4 de la Directiva deja a los Esta­
dos miembros una facultad de apreciación en 
la determinación de las circunstancias en las 
cuales debe procederse a una evaluación del 
impacto ecológico de los proyectos contem­
plados en el Anexo II. La Directiva no pre­
cisa límite alguno a este respecto. Los 
umbrales que figuran en el Decreto, relativos 
a los diques edificados a orillas de cursos de 

agua, han sido fijados a partir de la idea de 
que existe una estrecha relación entre, por un 
lado, la longitud y la sección de un dique y, 
por otro, el impacto sobre el medio 
ambiente. Previamente a la fijación de dichos 
umbrales las autoridades examinaron de qué 
manera los diques edificados a lo largo de 
cursos de agua pueden tener un impacto 
sobre el medio ambiente. Por lo tanto, a jui­
cio del Gobierno neerlandés, no se han tras­
pasado los límites de la facultad discrecional 
reconocida por la Directiva. 

46. La Comisión señala que el apartado 1 del 
artículo 2 de la Directiva establece una obli­
gación general de proceder a una evaluación 
del impacto ecológico de proyectos que pue­
den tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente. Los apartados 1 y 2 del artí­
culo 4 puntualizan esta obligación. Los pro­
yectos contemplados en el Anexo I siempre 
tienen repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente y, por lo tanto, siempre 
deben ser objeto de una evaluación del 
impacto ecológico. Por el contrario, los pro­
yectos contemplados en el Anexo II deben 
someterse a una evaluación concreta sobre la 
base de sus características individuales. El 
apartado 2 del artículo 4 autoriza a los Esta­
dos miembros para establecer criterios y 
umbrales con el fin de facilitar dicha evalua­
ción. N o obstante, al establecerlos, los Esta­
dos miembros están sujetos a la obligación 
que deriva del apartado 1 del artículo 2; por 
tal motivo, no pueden -fijar criterios y 
umbrales que hagan que ningún proyecto 
que pueda tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente esté sometido a una 
evaluación del impacto ecológico. A juicio de 
la Comisión, numerosos factores dan a 
entender que los umbrales fijados por las 
autoridades neerlandesas, según los cuales 
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únicamente los diques situados a orillas de 
cursos de agua de al menos 5 km de longitud 
y 250 m2 de sección son objeto de una eva­
luación del impacto ecológico, abocan al 
resultado de que, en general, los proyectos 
de diques que bordean cursos de agua que­
dan fuera del ámbito de aplicación de la 
Directiva. 

47. Hay que referirse al primer considerando 
de la Directiva, según el cual la mejor política 
de medio ambiente consiste en evitar, desde 
el principio, la creación de contaminaciones 
o daños, más que combatir posteriormente 
sus efectos. A la luz de esta consideración, la 
Directiva establece un procedimiento cuyo 
objetivo es garantizar que los proyectos que 
puedan tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente se sometan a una 
evaluación previa de su impacto: véase el 
sexto considerando y el apartado 1 del artí­
culo 1 de la Directiva. Además, este objetivo 
subyace en el apartado 1 del artículo 2, a 
cuyo tenor los Estados miembros adoptarán 
las disposiciones necesarias para que, antes 
de concederse la autorización, los proyectos 
que puedan tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente, en particular 
debido a su naturaleza, sus dimensiones o su 
localización, se sometan a una evaluación en 
lo que se refiere a sus repercusiones. 

48. La Directiva se refiere a los efectos sobre 
el medio ambiente en un sentido amplio. En 
el artículo 3 contempla los efectos directos e 
indirectos de un proyecto sobre el hombre, 
la fauna, la flora, el suelo, el aire, el clima, el 
paisaje, la interacción entre los factores men­
cionados, así como los bienes materiales y el 
patrimonio cultural. Por ello, deben exami­
narse diversos factores cuando se trata de 
evaluar si un proyecto determinado puede 

tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente. 

49. En los apartados 39 y 40 de la sentencia 
Comisión/Alemania, antes citada, en relación 
con la central térmica de Großkrotzenburg, 
el Tribunal de Justicia afirmó que el artículo 
2 de la Directiva establece una obligación 
inequívoca, a cargo de la autoridad compe­
tente en cada Estado miembro en materia de 
aprobación de los proyectos, de someter 
algunos de éstos a una evaluación de su 
impacto ambiental. Acto seguido el Tribunal 
de Justicia, en los citados fundamentos de 
Derecho, declaró que el artículo 3, que 
define el contenido de la evaluación y enu­
mera los factores que han de tenerse en 
cuenta al practicarla, impone asimismo una 
obligación inequívoca a las autoridades 
nacionales. 

50. El apartado 2 del artículo 4, a cuyo tenor 
los proyectos contemplados en el Anexo II 
se someterán a una evaluación cuando los 
Estados miembros consideren que sus carac­
terísticas lo exigen y que, a este fin, prevé 
que los Estados miembros podrán especificar 
determinados tipos de proyectos que deban 
someterse a una evaluación o establecer cri­
terios y/o umbrales necesarios para determi­
nar aquellos proyectos que deban ser objeto 
de una evaluación, debe interpretarse a la luz 
de dicha obligación. 

51. A mi juicio, sería incompatible con 
dichas obligaciones interpretar el apartado 2 
del artículo 4 en el sentido de que esta dispo­
sición deja a los Estados miembros una 
facultad discrecional para establecer las con­
diciones en las que debe procederse a una 
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evaluación del impacto ecológico de los pro­
yectos a que se refiere el Anexo II. Si fuera 
así, el apartado 1 del artículo 2, a cuyo tenor 
los Estados miembros adoptarán las disposi­
ciones necesarias para que, antes de conce­
derse la autorización, los proyectos que pue­
dan tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente, en particular debido a su 
naturaleza, sus dimensiones o su localiza-
ción, se sometan a una evaluación en lo que 
se refiere a sus repercusiones, quedaría vacío 
de todo contenido autonomo y, en realidad, 
se interpretaría al margen del contexto de la 
Directiva. Semejante interpretación no sería 
acorde con el hecho de que, según parece, 
para la delimitación del ámbito de aplicación 
de la Directiva, se atribuya un papel esencial 
a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 2, 
examinado a la luz del sexto considerando y 
del apartado 1 del artículo 1 de la Directiva. 
Según estas disposiciones, la Directiva se 
refiere precisamente a proyectos que pueden 
tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente. Semejante interpretación 
tampoco sería acorde con el hecho de que, 
según el segundo considerando, además de la 
protección del medio ambiente, el objetivo 
de la Directiva es la aproximación de las 
legislaciones de los Estados miembros. Si se 
reconociera a los Estados miembros una 
facultad discrecional, de ello podrían deri­
varse grandes diferencias entre los Estados 
miembros en lo que atañe a los proyectos 
que deben someterse a una evaluación de su 
impacto ecológico. 

52. A la luz de estas consideraciones estimo 
que el apartado 1 del artículo 2 de la Direc­
tiva contiene el criterio de base referente a la 
conveniencia de someter un proyecto a una 
evaluación del impacto ecológico y, por lo 
tanto, establece una obligación específica 

para los Estados miembros. , 2 Esta obliga­
ción implica que, cuando se trata de apreciar 
si un proyecto puede tener repercusiones 
importantes sobre el medio ambiente, los 
Estados miembros deben proceder a una 
apreciación concreta de si el proyecto puede 
tener tal efecto y, en su caso, proceder a 
una evaluación del impacto ecológico del 
proyecto. 

53. A mi entender el párrafo segundo del 
apartado 2 del artículo 4 es perfectamente 
compatible con esta interpretación. Como se 
ha indicado, por un lado, esta disposición 
autoriza a los Estados miembros a especificar 
determinados tipos de proyectos que deban 
ser objeto de una evaluación y, por otro, les 
autoriza a establecer criterios y/o umbrales 
necesarios para determinar cuales de los pro­
yectos pertenecientes a las clases enumeradas 
en el Anexo II, deberán ser objeto de una 
evaluación. De este modo, los Estados miem­
bros pueden establecer normas para hacer 
más fácil la apreciación de qué proyectos 
pueden tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente. Si se sabe, por 
ejemplo, que, más allá de un determinado 
nivel, el vertido de cadmio puede producir 
tal efecto, los Estados miembros pueden pre­
ver la obligaaón de proceder a una evalua­
ción del impacto ecológico de los proyectos 
a que se refiere el artículo 2, que llevan con­
sigo un vertido de dicha sustancia más allá de 
dicho umbral. 

12 — Como indicó la Comisión en su informe relativo a la Direc­
tiva [COM(93) 28, p. 5], en determinados aspectos la Direc­
tiva reviste el carácter de una Ley-marco. Se conceden a los 
Estados miembros amplias posibilidades de ejercer su pro­
pia facultad de apreciación en lo que atañe a la adaptación 
de la legislación nacional a la Directiva. Sin embargo, no se 
reconoce en modo alguno a los Estados miembros una 
facultad discrecional. Como señaló la Comisión en este 
mismo pasaje, el respeto de las exigencias fundamentales 
constituye una cuestión previa. 
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54. Sin embargo, de ello no se deriva que los 
vertidos que no alcanzan los umbrales esta­
blecidos según lo indicado nunca puedan 
tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente. Ello dependerá del grado de 
sensibilidad del medio ambiente de que se 
trate y, por consiguiente, es necesario exami­
nar concretamente la eventualidad de una 
repercusión importante sobre el medio 
ambiente que justifique una evaluación del 
impacto ecológico con arreglo a las normas 
de la Directiva. Por otra parte, el párrafo 
segundo del apartado 2 del artículo 4 tam­
poco está redactado de tal manera que se 
reconozca a los Estados miembros el derecho 
a evitar proceder a dicho estudio en todos los 
casos en que no se rebase un umbral estable­
cido. Los Estados miembros pueden estable­
cer criterios y umbrales que determinen la 
obligación de proceder a una evaluación del 
impacto ecológico de conformidad con las 
normas de la Directiva, pero nada hay en esta 
disposición sobre la posibilidad que tendrían 
los Estados miembros de establecer criterios 
y umbrales según los cuales no deba prece­
derse a dicha evaluación del impacto ecoló­
gico. En consecuencia, puede suponerse que 
el objetivo que se pretende alcanzar no es 
eximir a los Estados miembros de proceder a 
una evaluación concreta, sino autorizar la 
adopción de criterios y de umbrales para 
delimitar los proyectos respecto de los que se 
sabe por experiencia en el Estado miembro 
de que se trate —como es siempre el caso 
respecto a los proyectos previstos en el 
Anexo I— que pueden tener repercusiones 
importantes sobre el medio ambiente, de tal 
manera que los Estados miembros queden 
relevados de la carga administrativa de tener 
que examinar esta cuestión en cada caso con­
creto. 

55. Un umbral a efectos de la Directiva será 
ordinariamente, por tanto, un valor cuantifi-
cado, por ejemplo, una concentración deter­
minada de metales pesados o una determi­
nada emisión de azufre en el aire, cuya 

superación supone la obligación de proceder 
a una evaluación del impacto ecológico. 
Puede suponerse que, por su parte, el tér­
mino «criterios» remite a otros instrumentos, 
tales como la capacidad o el tamaño de una 
instalación, por ejemplo, la cantidad de ani­
males destinados a ser encerrados en una 
pocilga, cifra que podrá ser decisiva para 
saber si, en general, debe procederse a una 
evaluación del impacto ecológico. 

56. Corrobora esta interpretación la letra del 
apartado 3 del artículo 2 de la Directiva, a 
cuyo tenor los Estados miembros, en casos 
excepcionales, podrán exceptuar de la aplica­
ción de lo dispuesto en la Directiva todo o 
parte de un proyecto específico, pero única­
mente en el supuesto de que se cumplan los 
requisitos muy estrictos establecidos en esta 
disposición. Por el contrario, los Estados 
miembros no podrán eximir a grupos de pro­
yectos o a categorías enteras de proyectos del 
procedimiento de evaluación del impacto 
ecológico. 

57. A la luz de las consideraciones que pre­
ceden, estimo que el artículo 4 tiene las tres 
funciones siguientes: 

— determinar qué categorías de proyectos 
están comprendidas en el ámbito de 
aplicación de la Directiva; 
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— distinguir algunos proyectos (proyectos 
previstos en el Anexo I) que, según el 
legislador comunitario, por regla general 
pueden tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente, motivo por el 
cual debe hacerse en todo caso una eva­
luación del impacto ecológico; 

— enumerar el grupo principal de proyectos 
(proyectos previstos en el Anexo II) para 
los cuales, a juicio del legislador comuni­
tario, no se puede proceder a prion a una 
evaluación general para dilucidar si el 
medio podría quedar notablemente afec­
tado y para los cuales, por lo tanto, 
resulta necesario proceder a una evalua­
ción concreta de este aspecto, habida 
cuenta de que cada Estado miembro 
puede definir determinados tipos de pro­
yectos a escala nacional para los cuales 
debe realizarse una evaluación y estable­
cer los criterios o los umbrales que, en el 
plano nacional, determinen la obligación 
de evaluar, desde el punto de vista ecoló­
gico, los proyectos destinados a ser reali­
zados en el plano nacional. 

58. Esta distribución puede ilustrarse con un 
ejemplo. Generalmente se considerará que 
una central térmica convencional de una 
capacidad de 300 MW como mínimo es una 
importante fuente de contaminación. La emi­
sión procedente de dicha central térmica, 
entre otras cosas, contiene C 0 2 y partículas 
acidas que afectan directamente al suelo, al 
agua, a la flora, a la fauna y quizá también al 
clima. Por lo tanto, en lo que atañe a seme­
jantes instalaciones, es acorde con los objeti­
vos de la Directiva garantizar que siempre se 

haga una evaluación del impacto ecológico: 
véase el apartado 1 del artículo 4 de la 
Directiva. 

59. Si, por el contrario, se trata, por ejemplo, 
de la edificación de un dique que bordee un 
curso de agua, de ningún modo resulta 
patente que el medio ambiente pueda por 
ello quedar considerablemente afectado. Ello 
dependerá del tamaño del dique y de su loca-
lización. La edificación de un dique de 
dimensiones modestas en un paraje natural 
intacto puede tener un impacto más.impor­
tante sobre el paisaje, la flora y la fauna que 
un gran dique que sustituya a un dique exis­
tente, más pequeño. Además de modificar el 
paisaje natural, el nuevo dique, —incluso de 
dimensiones modestas— erigido en un paraje 
natural intacto podría destruir las condicio­
nes de existencia de las ranas y de otras espe­
cies animales. 

60. Del mismo modo, la ampliación de un 
dique existente podrá, según su localización, 
afectar al medio ambiente más que la edifica­
ción de un nuevo dique. En caso de amplia­
ción de un dique existente en una zona natu­
ral podría suceder que una zona húmeda que 
hasta entonces hubiera quedado a salvo se 
viera condenada a la desaparición, con la 
consecuencia de que ello afectara a las condi­
ciones de existencia de especies animales o 
vegetales posiblemente raras. Por el contra­
rio, en el caso de construcción de un nuevo 
dique en una zona industrial en la que no 
existe una flora ni una fauna particulares, 
puede suponerse que, en sí mismo, dicho 
dique no puede tener repercusiones conside­
rables sobre el medio ambiente, ya que no 
añade nada de esencial al impacto negativo 
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que la presencia de una industria en la región 
ya ha tenido sobre el medio ambiente local. 

Estos ejemplos ilustran la necesidad de pro­
ceder a una evaluación concreta de los pro­
yectos comprendidos en el Anexo II si se 
desea alcanzar los objetivos de la Directiva. 

61. En resumen, considero que el párrafo 
segundo del apartado 2 del artículo 4 no con­
fiere a los Estados miembros una facultad 
discrecional para determinar aquellos pro­
yectos previstos en el Anexo II que deban 
someterse a una evaluación del impacto eco­
lógico ni la facultad de sustituir la aprecia­
ción concreta por una norma según la cual 
no debe procederse a una evaluación del 
impacto ecológico. 13 A mi juicio, siempre 
que los Estados miembros fijan criterios y 
umbrales que den lugar a que proyectos que 
puedan tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente no sean objeto de 
una evaluación del impacto ecológico, o a 
que las autoridades competentes dejen de 
tener en cuenta todos los factores pertinentes 
en relación con un proyecto determinado, 
incumplen las obligaciones que les incumben 
en virtud del apartado 1 del artículo 2 y del 
artículo 3. 

62. A la luz de las observaciones que prece­
den, propongo al Tribunal de Justicia que 

responda a la tercera cuestión en el sentido 
de que lo dispuesto en el apartado 1 del artí­
culo 2 y en el apartado 2 del artículo 4 de la 
Directiva debe interpretarse en el sentido de 
que los Estados miembros tienen la obliga­
ción de examinar si los proyectos menciona­
dos en el Anexo II de la Directiva pueden 
tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente y, en su caso, velar por que 
se realice una investigación sobre los efectos 
de conformidad con los artículos 5 a 10 de la • 
Directiva. 

La cuarta cuestión 

63. La cuarta cuestión del órgano jurisdic­
cional remitente comprende en realidad dos 
cuestiones distintas: el órgano jurisdiccional 
remitente pide que se dilucide si el apartado 
1 del artículo 2 de la Directiva tiene efecto 
directo y si, en su caso, el órgano jurisdiccio­
nal nacional puede aplicar esta disposición 
aunque no haya sido invocada en el litigio 
pendiente del que está conociendo. Consi­
dero que debe responderse por separado a 
cada una de estas cuestiones. 

¿Efecto directo? 

64. Según el órgano jurisdiccional remitente, 
en caso de que se responda afirmativamente a 
la tercera cuestión puede considerarse que se 
está ante una disposición precisa e incondi­
cional de la Directiva. Los Kraaij eveld suscri­
ben asimismo, sobre el particular, la tesis del 
órgano jurisdiccional remitente. 

13 — Véanse, en este sentido, tas conclusiones del Abogado 
General Sr. Léger de 11 de enero de 1996, Comisión/Bélgica 
(C-133/94, Ree. pp. 1-2323 y ss., especialmente p. 1-2325), 
punto 50. 
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65. Los Gobiernos neerlandés, del Reino 
Unido e italiano alegan que el apartado 2 del 
artículo 2 no tiene efecto directo. Según los 
Gobiernos neerlandés e italiano, el hecho de 
que el apartado 1 del artículo 2 se remita al 
artículo 4 tiene como consecuencia que esta 
disposición carece de contenido autónomo. 
Según el apartado 2 del artículo 4, los Esta­
dos miembros tienen libertad para apreciar si 
es necesario proceder a una evaluación del 
impacto ecológico en lo que atañe a los pro­
yectos previstos en el Anexo II. El Gobierno 
del Reino Unido señala que la Directiva, en 
sí misma, no precisa ni los particulares que 
pueden hacer valer los derechos supuesta­
mente basados en la Directiva ni la autoridad 
contra la cual podrían invocar tales derechos. 

66. La Comisión señala que el apartado 1 del 
artículo 2 establece una obligación clara. 
Además, no deja ningún margen de maniobra 
a los Estados miembros en cuanto al resul­
tado que debe alcanzarse. Por lo tanto, a jui­
cio de la Comisión, esta norma tiene efecto 
directo. 

67. A modo de introducción a mi análisis 
quisiera remitirme a lo que el Tribunal de 
Justicia declaró en su sentencia de 24 de julio 
de 1994, Faccini Dori ,1 4 a saber, «que sería 
inaceptable [...] que el Estado al que el legis­
lador comunitario exige que adopte determi­
nadas normas, destinadas a regular sus rela­
ciones —o las de los organismos estatales— 
con los particulares y a conferir a éstos el 
beneficio de determinados derechos, pudiera 
invocar el incumplimiento de sus obligacio­

nes con objeto de privar a los particulares del 
beneficio de dichos derechos». 

Por consiguiente, en su jurisprudencia el Tri­
bunal de Justicia ha afirmado que, en todos 
los casos en que las disposiciones de una 
Directiva resultan, desde el punto de vista de 
su contenido, incondicionales y suficiente­
mente precisas, dichas disposiciones pueden 
ser invocadas a falta de medidas de ejecución 
adoptadas en el plazo señalado, en contra de 
cualquier disposición nacional no conforme a 
la Directiva, o también si son de tal natura­
leza que definan derechos que los particula­
res puede invocar frente al Estado. 15 

68. En consecuencia, los particulares pueden 
invocar frente a las autoridades disposiciones 
precisas e incondicionales de una Directiva 
con el fin, ya sea de eludir la aplicación de 
normas nacionales contrarias, ya sea el de 
garantizar derechos que se pueden derivar de 
dichas disposiciones. 16 

69. En el caso de autos no se trata de una 
situación en la cual las autoridades pretenden 

14 — Asunto C-91/92, Rcc. p. 1-3325, apartido 23. 

15 — Véanse, por ejemplo, las sentencias de 19 de noviembre de 
1991, Francovich y otros (asuntos acumulados C-6/90 y 
C-9/90, Rcc. p. 1-5357), apartado 11, y de 19 de enero de 
1982, Becker (8/81, Rec. p. 53), apartado 25. 

16 — Véase, Járass, H.: «Folgen der innerstaatlichen Wirkung von 
EG-Richtlinien», NJW, 1991, p. 2665, Sección II. Como 
ejemplo dc la situación referida en primer lugar, puede men­
cionarse la sentencia Becker, citada en la nota 15 supra. 
Como ejemplo de la situación referida en último lugar, cabe 
remitirse a la sentencia de 13 de julio de 1989, Enichcm 
Base y otros (380/87, Rcc. p. 2491), en la cual, no obstante, 
el Tribunal de Justicia llegó a la conclusión de que la dispo­
sición pertinente de la Directiva no confería ningún derecho 
subjetivo. 
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aplicar una norma nacional contraria frente a 
un particular. Por el contrario, la cuestión es 
si el Estado miembro ha cumplido las obliga­
ciones que derivan de la Directiva. Por lo 
tanto, procede examinar si de dichas obliga­
ciones pueden inferirse derechos para el par­
ticular. 

70. Según el apartado 2 del artículo 6 de la 
Directiva, incumbe a los Estados miembros 
procurar que toda solicitud de autorización, 
así como las informaciones recogidas sean 
disponibles al público y que el público inte­
resado tenga la posibilidad de expresar su 
opinión antes de iniciarse el proyecto. Por lo 
tanto, la Directiva impone a los Estados 
miembros la obligación de establecer un pro­
cedimiento de audiencia y reconoce a los 
particulares el derecho a ser oídos. En caso 
de que la aplicación de la Directiva por un 
Estado miembro tenga por efecto hacer que 
los proyectos que puedan tener repercusio­
nes importantes sobre el medio ambiente 
soslayen una evaluación del impacto ecoló­
gico, se impedirá al ciudadano el ejercicio de 
su derecho a ser oído. De este modo, la 
defectuosa adaptación del ordenamiento jurí­
dico del Estado miembro a una Directiva 
privará al ciudadano de un derecho que le 
confiere la Directiva. Se observará que, muy 
probablemente, los Kraaij eveld forman parte 
de dicho «público interesado» ya que, según 
las informaciones disponibles, el proyecto 
tiene graves consecuencias sobre la actividad 
económica de la empresa Kraaijeveld y otros. 
A la luz de estas consideraciones estimo que 
el apartado 1 del artículo 2 y el apartado 2 
del artículo 4 en relación con el apartado 2 
del artículo 6 de la Directiva confieren dere­
chos a los particulares. 

71. Según la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, una disposición es incondicional y 
suficientemente precisa para ser invocada por 

un justiciable cuando impone una obligación 
que no está sujeta a ninguna condición ni 
subordinada a la adopción de ningún acto de 
las Instituciones de la Comunidad o de los 
Estados miembros. ' 7 

72. Como se ha indicado, el apartado 1 del 
artículo 2 de la Directiva establece, a mi jui­
cio, una obligación específica para los Esta­
dos miembros de realizar una evaluación del 
impacto ecológico en relación con proyectos 
que pueden tener repercusiones importantes 
sobre el medio ambiente. Como se ha indi­
cado, en su sentencia Comisión/Alemania, 
relativa a la central térmica de Großkrozen-
burg, el Tribunal de Justicia señaló que el 
artículo 2 establece una obligación inequí­
voca de velar por que determinados tipos de 
proyectos se sometan a una evaluación en lo 
que se refiere a sus repercusiones sobre el 
medio ambiente. A mi juicio, resulta asi­
mismo de esta afirmación que la obligación 
establecida por el apartado 1 del artículo 2 es 
suficientemente precisa. 

73. Decir a partir de qué momento se puede 
considerar que un impacto es importante 
plantea un problema de apreciación. Sin 
embargo, no se trata de una libre apreciación 
o de una apreciación cuyo ejercicio esté 
supeditado a la adopción de otros actos 
jurídicos. Por el contrario, se trata de una 
apreciación jurídica que se presta perfecta­
mente a un control judicial a la luz de todas 

17 — Véase, por ejemplo, la sentencia de 23 de febrero de 1994, 
Comitato di coordinamento per la difesa della cava y otros 
(C-236/92, Rec. p. 1-483), apartados 9 y 10. 

I - 5427 



CONCLUSIONES DEL SR- ELMER — ASUNTO C-72/95 

las circunstancias concretas que rodean un 
proyecto determinado. En cambio, de la 
obligación prevista en el apartado 1 del artí­
culo 2 de proceder a una evaluación concreta 
se deduce que los Estados miembros no pue­
den aplicar esta disposición de forma que se 
someta dicha apreciación a la aplicación de 
una norma fija que prohiba generalmente la 
evaluación de determinados proyectos desde 
el punto de vista de su impacto ecológico. 
Los Estados miembros pueden ciertamente 
establecer criterios más detallados, pero no 
suprimir la obligación de ejercer la facultad 
de apreciación establecida en esta disposi­
ción. 

74. A la luz de las consideraciones que pre­
ceden, estimo que el apartado 1 del artículo 2 
de la Directiva tiene efecto directo. 

¿Aplicación ex officio? 

75. Como se ha indicado, el tribunal remi­
tente pregunta, por último, si el apartado 1 
del artículo 2 debe servir de base al razona­
miento del órgano jurisdiccional nacional, 
aunque esta disposición no haya sido invo­
cada en el litigio pendiente ante dicho órgano 
jurisdiccional. 

76. A juicio del órgano jurisdiccional remi­
tente procede responder afirmativamente a 
esta cuestión. En caso contrario, ello podría 

significar dejar fuera de discusión una parte 
del Derecho comunitario, de rango superior. 

77. Los Kraaijeveld señalan que en el proce­
dimiento principal han evocado la cuestión 
de la compatibilidad con el Derecho comuni­
tario. 

78. El Gobierno neerlandés, el Gobierno del 
Reino Unido, el Gobierno italiano y la 
Comisión se remiten a la jurisprudencia 
actual del Tribunal de Justicia. Además, la 
Comisión señala que aparentemente el Dere­
cho neerlandés no se opone a que, en un 
asunto como el que ahora se examina, el 
órgano jurisdiccional remitente aplique de 
oficio el Derecho comunitario. El Neder­
landse Raad van State es un órgano jurisdic­
cional de lo contencioso administrativo que 
no está vinculado por el principio normal­
mente aplicable en Derecho civil, según el 
cual el órgano jurisdiccional deja a las partes 
la tarea de delimitar un asunto. 

79. En su sentencia de 14 de diciembre de 
1995, Van Schijndel y Van Veen,1S el Tribu­
nal de Justicia declaró que un órgano juris­
diccional nacional, que tiene la facultad de 
aplicar de oficio normas de Derecho que no 
hayan sido invocadas, está obligado a aplicar 
una disposición de Derecho comunitario 
incluso cuando la parte interesada en su apli­
cación no la haya invocado. 

18 — Asuntos acumulados C-430/93 y C-431/93, Rec. p. 1-4705, 
apartados 14 y 15. 
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80. Además, de la sentencia del Tribunal de 
Justicia de 14 de diciembre de 1995, Peter-
broeck,19 se deduce que el Derecho comuni­
tario puede oponerse a la aplicación de una 
norma procesal nacional que prohibe al 
órgano jurisdiccional nacional apreciar de 
oficio la compatibilidad de un acto de Dere­
cho interno con una disposición comunitaria 
cuando esta última no ha sido invocada por 
el justiciable. Se está en este supuesto cuando 
la disposición procesal nacional hace imposi­
ble o excesivamente difícil la aplicación del 
Derecho comunitario. Para comprobar si éste 
es el caso, según el apartado 14 de los funda­
mentos de Derecho, debe analizarse de 
manera concreta la disposición de que se 
trate, teniendo en cuenta el contexto en el 
que se inserta, así como su relación con los 
principios en los que se basa el sistema juris­
diccional nacional. Como señala la Comi­
sión, no obstante, no se dispone de informa­

ción sobre si el Derecho procesal neerlandés 
se opone a que el órgano jurisdiccional remi­
tente aplique de oficio el Derecho comunita­
rio o sobre el contexto en el que dicha norma 
debería insertarse. Por lo tanto, a nuestro jui­
cio, faltan los elementos necesarios para dar 
una respuesta fundada a esta cuestión. 

81. A la luz de las consideraciones que pre­
ceden, estimo que procede responder a la 
cuarta cuestión del órgano jurisdiccional 
remitente en el sentido de que el apartado 1 
del artículo 2 de la Directiva tiene efecto 
directo y que un órgano jurisdiccional nacio­
nal que, según el Derecho nacional, tenga la 
posibilidad de aplicar de oficio normas jurí­
dicas que no han sido invocadas debe aplicar 
esta disposición, aunque no haya sido invo­
cada por la parte que tiene interés en su apli­
cación. 

Conclus ión 

82. Teniendo en cuenta las consideraciones que preceden, p ro p o n g o al Tribunal de 
Justicia que responda a las cuestiones planteadas p o r el Neder landse Raad van State, 
Sección de lo contencioso administrativo, del siguiente m o d o : 

«1) La expresión "obras de canalización y regularización de cursos de agua" que 
figura en la letra e) del p u n t o 10 del Anexo I I de la Directiva 8 5 / 3 3 7 / C E E del 
Conse jo , de 27 de junio de 1985, relativa a la evaluación de las repercusiones 
de de te rminados proyec tos públ icos y pr ivados sobre el medio ambiente , debe 
interpretarse en el sent ido de que c o m p r e n d e los diques que bordean cursos de 
agua. 

2) La letra e) del p u n t o 10 del Anexo I I de la Direct iva 85/337 debe interpretarse 
en el sent ido de que comprende todos los t ipos de obras proyectadas en 

19 — Asunto C-312/93, Rcc. p. 1-4599. 
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relación con diques situados a orillas de un curso de agua, ya se trate de la 
construcción de un nuevo dique, del desplazamiento de un dique existente, del 
refuerzo y/o ensanchamiento de un dique existente, de la sustitución de un 
dique por la construcción de otro nuevo en el mismo lugar, sin que éste sea 
más sólido o más ancho que el anterior, o de una combinación de varias de 
dichas obras. 

3) Lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 2 y en el apartado 2 del artículo 4 de 
la Directiva 85/337 debe interpretarse en el sentido de que los Estados miem­
bros tienen la obligación de examinar si los proyectos mencionados en el 
Anexo II de la Directiva pueden tener repercusiones importantes sobre el 
medio ambiente y, en su caso, velar por que se realice una investigación sobre 
los efectos de conformidad con los artículos 5 a 10 de la Directiva. 

4) El apartado 1 del artículo 2 de la Directiva 85/337 tiene efecto directo y un 
órgano jurisdiccional nacional que, según el Derecho nacional, tenga la posi­
bilidad de aplicar de oficio normas jurídicas que no han sido invocadas debe 
aplicar esta disposición, aunque no haya sido invocada por la parte que tiene 
interés en su aplicación.» 
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